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Proceso: 
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Demandante: 

CARMEN YAJAIRA CASTAÑO y otros
Demandado:

JOSÉ EDUARDO QUINTERO y otros
Magistrado Ponente: 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas:                                
ACLARACIÓN DE VOTO / RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL / CONTRATO SOAT / FALTA DE LEGITIMACIÓN DE VÍCTIMAS INDIRECTAS. Aunque estoy de acuerdo con la decisión adoptada, no comparto algunos de los argumentos en que se sustenta. En efecto, considero que ha debido indicarse de manera concreta que los demandantes UOI, LCC, CCJ, YCC, JCC y el menor de edad JOC son ajenos al seguro obligatorio sobre accidentes de tránsito, con fundamento en el cual se atendió a la víctima directa de los daños que se alega en la demanda fueron causados por los demandados.
(…) 

Y son parte en ese contrato, de acuerdo con el artículo 1037 del Código de Comercio, el asegurador, o sea la persona jurídica que asume los riesgos, debidamente autorizada para ello con arreglo a las leyes y reglamentos, y el tomador, o sea la persona que, obrando por cuenta propia o ajena, traslada los riesgos. El beneficiario, por su parte, es la víctima directa del accidente de tránsito que sufre un daño en su integridad física, de acuerdo con el artículo 1º, numeral 5º del Decreto 3990 de 2007, ya citado.

De ninguna de tales calidades participan los accionantes, diferentes a la víctima directa del accidente, señora CCC, quienes, se reitera, por la vía de la responsabilidad contractual reclaman sus propios perjuicios morales y el daño a la vida de relación, con motivo del accidente de tránsito del que fue víctima exclusivamente la citada dama.

De esa manera las cosas, puede concluirse que efectivamente los señores UOI, LCC, CCJ, YCC, JCC, así como el menor JOC, carecen de legitimación para elevar las pretensiones de la demanda que encuentran sustento en una responsabilidad de naturaleza contractual, que tiene su génesis en un contrato de seguro del que son totalmente ajenos.

Ese, reitero, ha debido ser el sustento del fallo, pues fue con fundamento en un seguro obligatorio sobre accidentes de tránsito que se atendió a la víctima directa del accidente, por los médicos y en la clínica accionada.
ACLARACIÓN DE VOTO

Magistrada ponente:    
Claudia María Arcila Ríos
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Responsabilidad médica
Demandante:   
     
Carmen Yajaira Castaño y otros
Demandado:
José Eduardo Quintero y otros
Pereira, Marzo 22 de 2018
Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo las razones por las que aclaro el voto, frente a la sentencia que por mayoría se aprobó, proferida el 21 de los corrientes,  en el proceso de la referencia.

Aunque estoy de acuerdo con la decisión adoptada, no comparto algunos de los argumentos en que se sustenta. En efecto, considero que ha debido indicarse de manera concreta que los demandantes Uriel Ocampo Ibarra, Luis Carlos Castaño Correa, Carmen Castaño Jaramillo, Yan Carlos, Jhon Fredy Castaño Castaño y el menor de edad Juan David Ocampo Castaño son ajenos al seguro obligatorio sobre accidentes de tránsito, con fundamento en el cual se atendió a la víctima directa de los daños que se alega en la demanda fueron causados por los demandados.

A continuación expongo los razonamientos que plasmé en el proyecto inicialmente presentado, que no fue aprobado por mis demás compañeros de Sala:
La Corte Suprema de Justicia, en relación con acciones de responsabilidad médica, ha dicho: “…En lo atañedero a la responsabilidad civil en general, y a la médica, en particular, conocida es su clasificación en contractual o extracontractual (cas. civ. sentencias de marzo 5 de 1940, 26 de noviembre de 1986, 30 de enero de 2001, exp. 5507, septiembre 11 de 2002, exp. 6430). Aquélla, exige una relación jurídica preexistente entre las partes, o, lo que es más general y frecuente, la existencia y validez de un contrato, su incumplimiento, el daño y la relación de causalidad (cas. civ. sentencia de 12 de julio de 1994, exp. 3656). En cambio, en la última, el quebranto se produce al margen de cualquier vínculo jurídico previo entre aquellos que se relacionan con ocasión del daño…”
. 
 
De ese criterio jurisprudencial se infiere que quien fue ajeno al convenio que celebra el médico con el paciente, pero que sufre un perjuicio con el daño que al último se le causó, debe reclamar la indemnización respectiva por la vía de la responsabilidad civil extracontractual. En caso contrario, quien es el destinatario de los servicios médicos y participa del contrato que por virtud de esos servicios se ha celebrado, tiene el camino expedito para reclamar la responsabilidad contractual.

En este asunto, no hay duda, pues así se plasmó de manera concreta en la demanda, acudieron los demandantes de quienes se predica falta de legitimación en la causa, a la responsabilidad civil contractual como forma de obtener la indemnización de los perjuicios que reclaman y que tuvieron su génesis en el daño que sufrió la señora Carmen Yajaira Castaño Castaño, después de haber sufrido un accidente de tránsito, con motivo de la inadecuada atención que se le brindó en la Clínica de Fracturas y Fracturas SAS, por los médicos accionados, con fundamento en el seguro obligatorio de accidentes de tránsito, SOAT.

Esa especie de seguro la regulada el capítulo IV, parte sexta del Decreto 663 de 1993, Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, que en el artículo 192 dice: “1. Obligatoriedad. Para transitar por el territorio nacional todo vehículo automotor debe estar amparado por un seguro obligatorio vigente que cubra los daños corporales que se causen a las personas en accidentes de tránsito…”. En cuanto a sus objetivos, el mismo artículo enlista, entre otros, en el numeral 2º, el de cubrir la muerte o los daños corporales físicos causados a las personas; los gastos que se deban sufragar por atención médica, quirúrgica, farmacéutica, hospitalaria, incapacidad permanente; los gastos funerarios y los ocasionados por el transporte de las víctimas a las entidades del sector salud. Y en el numeral cuarto dice que “En lo no previsto en el presente capítulo el seguro obligatorio de accidentes de tránsito se regirá por las normas que regulan el contrato de seguro terrestre en el Código de Comercio y por este Estatuto.”

En relación con la atención de las víctimas, el numeral 1º del artículo 195 del mismo Decreto obliga a los establecimientos hospitalarios o clínicos y las entidades de seguridad y previsión social de los subsectores oficial y privado del sector salud, a prestar la atención médica, quirúrgica, farmacéutica u hospitalaria por daños corporales causados a las personas en accidentes de tránsito, facultándolos, en el numeral 4º, para presentar la correspondiente reclamación a las entidades aseguradoras, con sujeción al artículo 1077 del Código de Comercio. 

El Decreto 3990 de 2007, vigente para la época en la que sucedieron los hechos y para cuando se presentó la demanda, derogado en la actualidad el Decreto Nacional 56 de 2015, establecía las condiciones generales del seguro de daños corporales causados a las personas en accidentes de tránsito. En el numeral 3º del artículo 1º definía al beneficiario de ese seguro como “… la persona natural o jurídica que acredite su derecho para obtener el pago de la indemnización, de acuerdo con las coberturas otorgadas en la póliza o establecidas en la ley…”, y en el numeral 5º, definía  a la víctima del siniestro como: “…la persona que ha sufrido daño en su integridad física como consecuencia directa de un accidente de tránsito, un evento terrorista o una catástrofe natural”. 

De conformidad con esas disposiciones, el SOAT, aunque encuentra su origen en la ley, se rige, en lo no previsto por el Decreto 663 de 1993, por las disposiciones del Código de Comercio que regulan el contrato de seguro terrestre. 

Y son parte en ese contrato, de acuerdo con el artículo 1037 del Código de Comercio, el asegurador, o sea la persona jurídica que asume los riesgos, debidamente autorizada para ello con arreglo a las leyes y reglamentos, y el tomador, o sea la persona que, obrando por cuenta propia o ajena, traslada los riesgos. El beneficiario, por su parte, es la víctima directa del accidente de tránsito que sufre un daño en su integridad física, de acuerdo con el artículo 1º, numeral 5º del Decreto 3990 de 2007, ya citado.

De ninguna de tales calidades participan los accionantes, diferentes a la víctima directa del accidente, señora Carmen Yajira Castaño Castaño, quienes, se reitera, por la vía de la responsabilidad contractual reclaman sus propios perjuicios morales y el daño a la vida de relación, con motivo del accidente de tránsito del que fue víctima exclusivamente la citada dama.

De esa manera las cosas, puede concluirse que efectivamente los señores Uriel Ocampo Ibarra, Luis Carlos Castaño Correa, Carmen Castaño Jaramillo, Yan Carlos y John Fredy Castaño Castaño, así como el menor Juan David Ocampo Castaño, carecen de legitimación para elevar las pretensiones de la demanda que encuentran sustento en una responsabilidad de naturaleza contractual, que tiene su génesis en un contrato de seguro del que son totalmente ajenos.

Ese, reitero, ha debido ser el sustento del fallo, pues fue con fundamento en un seguro obligatorio sobre accidentes de tránsito que se atendió a la víctima directa del accidente, por los médicos y en la clínica accionada.

Atentamente,
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

� Sala de Casación Civil, 17 de noviembre de 2011. Magistrado Ponente William Namén Vargas.







